Caso 2: FANEX   (TFA 510-2007 del 29 de mayo del 2007)
Traslado de cargos SANCIONADOR  Y RESOLUCIÓN (síntesis)

El 26 de abril de 2001 se le notificó  el Traslado de Cargos  en el que se le señala que según consta en el expediente  levantado al efecto se presentaron las declaraciones informativas “Declaración Anual Resumen de Clientes Proveedores y Gastos Específicos, con errores de contenido. El incumplimiento está sancionado en el artículo 83,  inciso b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.  
 ARGUMENTACIÓN  DE FANEX (SÍNTESIS)
1. La relación de nuestros agentes con la masa de clientela se limita a realizar la venta y a consignar en la correspondiente factura los datos que los clientes nos suministran, de tal forma que se entrega el producto y se recibe el monto de valor transado. No interesa  a los efectos de la correspondiente operación entre la empresa y el cliente verificar   en todos los casos si los datos suministrados por el cliente son correctos o no. La información que remiten los agentes y vendedores y que son suministradas por  sus clientes, es la misma que se consigna en los formularios requeridos por la Administración Tributaria. La empresa no tiene por que corroborar tal información, además no tiene facultades legales para exigirla, en todo momento ha ofrecido su colaboración para lograr que la Administración Tributaria obtenga la información conforme lo requieren.

2. La doctrina y la jurisprudencia han sido contestes en considerar que los ilícitos que implican violaciones a deberes formales tributarios, se deben ubicar en lo que se ha llamado “figuras de peligro”   y por lo tanto para su configuración será siempre necesario que se de una conexión con el bien jurídico recaudatorio, de ahí que no se debe de sancionar las conductas en aquellos casos en los cuales se juzgue que la acción u omisión, objetivamente incriminada, no alcanza a hacer peligrar los bienes tutelados, en consecuencia de gravedad. No se ha puesto en peligro las facultades de fiscalización de la Administración Tributaria y   por el contrario la empresa  ha ofrecido toda su colaboración y empeño para localizar la información que la Administración Tributaria requiera.

3. Prescripción: Bien es del conocimiento de este Tribunal que la prescripción es una institución social que se fundamenta en el "interés general". La prescripción responde a principios de certeza y seguridad jurídica, no es secreto que se constituyen dichos principios en pilares básicos del ordenamiento jurídico.   El caso que nos ocupa reviste características verdaderamente preocupantes, nótese que el requerimiento que inicia el proceso sancionatorio se inicia en el año 2002 (requerimiento, traslado de cargos e impugnación) y que no es sino más de 5 años después que la Administración Tributaria de Grandes Contribuyentes procede a dictar la resolución, no obstante que por una disposición de carácter ordenatorio la Administración Tributaria tenía la obligación que dictar dentro de los quince días hábiles siguientes, a la impugnación del traslado de cargos, es decir, en este caso, dentro del mes de setiembre del 2002. (Artículo 150 del Código Tributario). 
Es evidente, que la interpretación que la Administración Tributaria pretende dar al artículo 74 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Código Tributario) resulta no solo una burla para los administrados y el ordenamiento jurídico, sino que una forma de derogatoria e inaplicabilidad de la institución de la prescripción. En la forma que pretende interpretarse por parte de la Administración la disposición del artículo 74 del Código Tributario un plazo de cuatro años que contiene dicha disposición, se convierte en un plazo indeterminado.   Por vía de interpretación se está dejando de aplicar una disposición de carácter público. La Administración no puede pretender dar validez a una resolución que debió dictar dentro de 15 días (después de la impugnación) y que se dicta 5 años después, determinando por sí que el plazo de inactividad por a su propia negligencia no causa defectos en su perjuicio.
Por lo expuesto pido a este Tribunal, poner término a está ilegalidad de la Administración Tributaria y declarar la improcedencia y la prescripción solicitadas…”
